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1.- Motivos para la articulación de un Protocolo de coordinación para la ejecución de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad del art. 49 CP


La entrada en vigor de la reforma del CP por Ley 15/2003, de 25 de Noviembre ha introducido serias y profundas reformas en el texto penal. Algunas de estas modificaciones tienen un régimen sencillo de aplicación y puesta en práctica, ya que se trata de la aplicación de las modificaciones legales a cada supuesto concreto de hecho que se vaya a presentar. 


Sin embargo, existen aspectos de la reforma en los que es preciso articular mecanismos de coordinación y protocolización para que su puesta en práctica sea una realidad, ya que dependen de la actuación conjunta y coordinada de distintas instituciones con independencia de las propiamente judiciales.

La coordinación para la implantación de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad es básica para el éxito de la puesta en práctica del presente sistema. Por ello, desde la Diputación Provincial de Alicante y la Audiencia Provincial de Alicante, bajo la supervisión del Tribunal Superior de Justicia de Valencia y con la colaboración de la Consellería de Justicia de la Generalitat Valenciana se dirigió comunicación a los 13 Ayuntamientos correspondientes a los partidos judiciales de la provincia de Alicante para que facilitaran la relación de actividades que en cada Ayuntamiento podrían realizar las personas que sean condenadas por hechos susceptibles de que se imponga esta pena por los jueces de su partido judicial, a fin de incluirlos en el presente protocolo, actuando la Excma. Diputación Provincial de Alicante como coordinador de los Ayuntamientos en el ámbito de sus competencias y firmante del presente Protocolo con la Audiencia Provincial de Alicante.

De esta manera conocemos las actividades que pueden desempeñar los condenados en su territorio, tales como limpieza de calles, jardines, atención a centros especiales, o cualquier otra actividad colaboradora con la sociedad, etc y remitir a los condenados para el desempeño de estas actividades.


Este es el supuesto de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad que se recoge en el art. 49 CP. En efecto, establece la Exposición de Motivos de la Ley 15/2003, de 25 de Noviembre en el apartado II que se potencia y mejora sustantivamente la eficacia de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, no sólo por su aplicación a un mayor número de delitos y faltas, sino también por la incorporación al Código Penal del régimen jurídico de su incumplimiento.


Hasta la fecha, la puesta en práctica de este pena ha sido un rotundo fracaso como señala el Magistrado del Tribunal Supremo, Sr. Sánchez Melgar
, al apuntar que “demasiados ríos de tinta se han vertido en los últimos años sobre esta pena, algunas esperanzas se han frustrado y el desencanto se fue generalizando, puesto que sin dejar de reconocer sus bondades teóricas, también fueron muchos los que advirtieron de las numerosas dificultades que en el orden práctico y para su efectividad habrían de plantearse en nuestro país...”.

Ahora bien, tras la Ley 15/2003, de 25 de Noviembre en la que se otorga mayor importancia y presencia a esta pena, esta potenciación de una pena alternativa a la pena de prisión y la ampliación de los supuestos en los que se puede imponer la misma determina que sea preciso articular un protocolo de articulación de la ejecución de la misma en la medida de que los jueces de instrucción y de lo penal puedan coordinarse con el juzgado de vigilancia penitenciaria y los servicios sociales penitenciarios a la hora de hacer efectiva esta pena que se cualifica como una alternativa a las penas de prisión en aquellos casos en los que la escasa gravedad del delito o falta determine que se busquen medidas que tiendan a la reinserción social del penado.


Del mismo modo, es preciso que cuando una persona comete un delito o falta perciba que la vulneración por su parte de las normas de conducta que priman en una sociedad civilizada se vean acompañadas de una reacción del Estado por su irregular actuación en la medida en que la pena de trabajos en beneficio de la comunidad puede erigirse con un gran efecto resocializador, o una forma plástica y más beneficiosa para la comunidad en general, por la que el autor de un delito o falta tiene que cumplir la pena impuesta en lugar de ingresar en un establecimiento penitenciario.


Aunque la duración diaria de la pena es de un máximo de 8 horas, si la persona que sea condenada a esta pena tiene una actividad laboral fija a desarrollar se aplicará el art. 5.2 del Real Decreto 690/1996, de 26 de abril, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad que señala que La ejecución de esta pena estará regida por un principio de flexibilidad a fin de hacer compatible en la medida de lo posible el normal desarrollo de las actividades diarias del penado con el cumplimiento de la pena impuesta. A tal efecto, cuando concurra causa justificada, podrá autorizarse por el Juez o Tribunal el cumplimiento de la misma de forma partida, en el mismo o diferentes días y en períodos mínimos de dos horas.
2.-Características de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad

	Precepto del CP
	Trabajos en beneficio de la comunidad

	Art. 33.3. Pena menos grave
	De 31 a 180 días

	Art. 33.4 Pena leve
	De 1 a 30 días

	Art. 39. i)
	Pena privativa de derechos

	Art. 40
	Tendrá una duración de 1 día a 1 año.

	Art. 49
	Disciplina el desarrollo de la pena

	Art. 53
	La responsabilidad personal subsidiaria por impago de multa se puede cumplir con esta pena (TBC) Cada día de privación de libertad equivaldrá a una jornada de trabajo y esta privación por responsabilidad personal subsidiaria se convierte en un día de privación de libertad por cada dos cuotas diarias no satisfechas, por lo que dos cuotas no satisfechas se “pagan” con un día de TBC.

	Art. 51
	Al establecerse que por cada dos cuotas en la pena de multa no satisfechas se sustituye por el TBC, en cuanto 1 día de trabajo por cada dos cuotas, hay que señalar que la cuota diaria va desde un mínimo de 2 y un máximo de 400 euros.

	Art. 88
	· Los Jueces o Tribunales podrán sustituir, previa audiencia de las partes, en la misma sentencia, o posteriormente en auto motivado, antes de dar inicio a su ejecución, las penas de prisión que no excedan de un año por multa o por trabajos en beneficio de la comunidad

· Excepcionalmente, podrán sustituirse las penas de prisión no superior a dos años por multa o por multa y TBC



El desarrollo de esta pena ha tenido una importante modificación en la reforma operada del CP, ya que aparte de una mejor regulación se somete su ejecución al juez de vigilancia penitenciaria en lugar de al juez o tribunal sentenciador y se disciplina el régimen de su incumplimiento como establece la Exposición de Motivos citada.

Así, se establece en el art. 49 que:

“Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no podrán imponerse sin el consentimiento del penado, le obligan a prestar su cooperación no retribuida en determinadas actividades de utilidad pública, que podrán consistir, en relación con delitos de similar naturaleza al cometido por el penado, en labores de reparación de los daños causados o de apoyo o asistencia a las víctimas. Su duración diaria no podrá exceder de ocho horas y sus condiciones serán las siguientes: 

1ª.La ejecución se desarrollará bajo el control del Juez de Vigilancia Penitenciaria, que, a tal efecto, requerirá los informes sobre el desempeño del trabajo a la Administración, entidad pública o asociación de interés general en que se presten los servicios.

2ª.No atentará a la dignidad del penado.

3ª.El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por la Administración, la cual podrá establecer los convenios oportunos a tal fin.

4ª.Gozará de la protección dispensada a los penados por la legislación penitenciaria en materia de Seguridad Social.

5ª.No se supeditará al logro de intereses económicos.

6ª.Los Servicios Sociales Penitenciarios, hechas las verificaciones necesarias, comunicarán al Juez de Vigilancia Penitenciaria las incidencias relevantes de la ejecución de la pena y, en todo caso, si el penado: a)Se ausenta del trabajo durante al menos dos jornadas laborales, siempre que ello suponga un rechazo voluntario por su parte al cumplimiento de la pena.

b)A pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo, su rendimiento fuera sensiblemente inferior al mínimo exigible.

c)Se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le dieren por el responsable de la ocupación referidas al desarrollo de la misma.

d)Por cualquier otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del trabajo se negase a seguir manteniéndolo en el centro.

Una vez valorado el informe, el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá acordar su ejecución en el mismo centro, enviar al penado para que finalice la ejecución de la misma en otro centro o entender que el penado ha incumplido la pena.

En caso de incumplimiento, se deducirá testimonio para proceder de conformidad con el artículo 468.

7ª.Si el penado faltara del trabajo por causa justificada no se entenderá como abandono de la actividad. No obstante, el trabajo perdido no se le computará en la liquidación de la condena, en la que se deberán hacer constar los días o jornadas que efectivamente hubiese trabajado del total que se le hubiera impuesto.”

CARACTERÍSTICAS DE LA PENA


En consecuencia, las características de esta pena son las siguientes:

· Tras la Ley 15/2003, de 25 de Noviembre la pena de Trabajos en beneficio de la comunidad pasa a ser pena principal y, como señala el Magistrado del Tribunal Supremo Sánchez Melgar
,  al eliminar la pena de arresto de fin de semana libera al trabajo en beneficio de la comunidad sustitutiva de aquel, pero no de la pena de responsabilidad personal subsidiaria por impago de multa, procediendo a establecerla como alternativa para un mayor número de delitos y faltas.

· ¿Qué son los trabajos en beneficio de la comunidad?
· A tenor de lo dispuesto en el art. 1 del Real Decreto 690/1996, de 26 de abril, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad “Se considerarán trabajos en beneficio de la comunidad la prestación de la cooperación personal no retribuida en determinadas actividades de utilidad pública, con interés social y valor educativo, tendente a servir de reparación para la comunidad perjudicada por el ilícito penal y no supeditada al logro de intereses económicos.”

· No podrán imponerse sin el consentimiento del penado. Ahora bien, en los casos en que exista pena alternativa al no cumplir la pena de trabajos en beneficio de la comunidad tendrá que aplicarse la alternativa, ya que el carácter  de la voluntariedad no determina que con una negativa se quede sin cumplir pena alguna.
·  La actividad aceptada le obliga a prestar su cooperación no retribuida.
· ¿Cuáles son las características de los trabajos que deben realizar?

· Podrán consistir, en relación con delitos de similar naturaleza al cometido por el penado, 

· En labores de reparación de los daños causados o de apoyo o asistencia a las víctimas. 

· La duración no puede exceder de ocho horas diarias.

· A tenor de lo dispuesto en el art. 5 del Real Decreto 690/1996, de 26 de abril, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad Cada jornada de trabajo tendrá una extensión máxima de ocho horas diarias y mínima de cuatro. Para determinar la duración de la jornada y el plazo en el que deberán cumplirse se tendrán en cuenta las cargas personales o familiares del penado.
· Ahora bien, para hacer flexible la ejecución de esta pena con la actividad laboral del penado el apartado 2º de este art. 5 señala que: 

· La ejecución de esta pena estará regida por un principio de flexibilidad a fin de hacer compatible en la medida de lo posible el normal desarrollo de las actividades diarias del penado con el cumplimiento de la pena impuesta. A tal efecto, cuando concurra causa justificada, podrá autorizarse por el Juez o Tribunal el cumplimiento de la misma de forma partida, en el mismo o diferentes días y en períodos mínimos de dos horas.

· Condiciones de ejecución:

· Es el juez de vigilancia penitenciaria el que controla la ejecución de la pena.
· Previamente se deberán haber firmado los oportunos convenios de colaboración entre el Poder Judicial y los Ayuntamientos, Comunidades Autónomas, asociaciones o entidades públicas que deseen colaborar.
· Estas actividades no atentarán a la dignidad del penado.

· Una vez se firmen los convenios oportunos entre el Poder Judicial y las Administraciones que colaboren en la puesta en práctica de esta pena los jueces de instrucción y de lo penal tendrán el listado de trabajos que podrán desarrollar los penados y las administraciones colaboradoras en donde pueden desempeñar su actividad. 

· Los penados gozarán de la protección dispensada a los penados por la legislación penitenciaria en materia de Seguridad Social.

· Serán los Servicios Sociales Penitenciarios los que, hechas las verificaciones necesarias, comunicarán al Juez de Vigilancia Penitenciaria las incidencias relevantes de la ejecución de la pena:
·  Si el penado: a)Se ausenta del trabajo durante al menos dos jornadas laborales, siempre que ello suponga un rechazo voluntario por su parte al cumplimiento de la pena.

· b)A pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo, su rendimiento fuera sensiblemente inferior al mínimo exigible.

· c)Se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le dieren por el responsable de la ocupación referidas al desarrollo de la misma.

· d)Por cualquier otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del trabajo se negase a seguir manteniéndolo en el centro. 

· Una vez valorado el informe, el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá acordar su ejecución en el mismo centro, enviar al penado para que finalice la ejecución de la misma en otro centro o entender que el penado ha incumplido la pena.

· En caso de incumplimiento, se deducirá testimonio para proceder de conformidad con el artículo 468.

· 7ª.Si el penado faltara del trabajo por causa justificada no se entenderá como abandono de la actividad. No obstante, el trabajo perdido no se le computará en la liquidación de la condena, en la que se deberán hacer constar los días o jornadas que efectivamente hubiese trabajado del total que se le hubiera impuesto.”

· Los TBC en relación con la pena de multa:
· En el caso de que el penado no satisfaga la pena de multa impuesta puede interesar del juez que la aplicación de la responsabilidad personal subsidiaria que se le aplicaría se cumpla por TBC.

· El régimen de sustitución será de un día de trabajo por cada día de privación de libertad que se le hubiera impuesto recordando que cuando el penado no abona la multa impuesta se le impondrá un día de privación de libertad por cada dos cuotas diarias no satisfechas.
CARACTERÍSTICAS EN EL RÉGIMEN DE  SUSTITUCIÓN DE LA PENA POR TBC

Regulación del régimen de sustitución de pena privativa de libertad por TBC: Art. 88 CP:

· La sustitución de las penas de prisión que no excedan de un año por TBC:
· La sustitución se produce bien por multa o por trabajos en beneficio de la comunidad. Es decir, que la opción sustitutiva es alternativa, o bien se sustituye por multa o bien por TBC, a diferencia de lo que ocurre en los casos en los que la pena de prisión no exceda de dos años en cuyo caso el mecanismo de sustitución es más gravoso, ya que el art. 88 CP prevé que se sustituya por multa o por multa y trabajos en beneficio de la comunidad, con lo que es posible que se incluya de modo conjunto la multa y el TBC.

· La sustitución requiere:

· Que lo interese el condenado. Aunque no se recoge en el precepto que se verifique a instancia de parte es práctica habitual que sea la parte la que lo interese una vez se abre la ejecutoria penal.

· Al interesarlo la parte se cubre el trámite de audiencia previsto en la norma.

· De todas maneras, el mismo día del juicio se puede plantear la sustitución de la pena que en su momento se imponga, o se puede plantear una conformidad solicitando la defensa del acusado, (con lo que se cubre el trámite de audiencia) la sustitución de la pena por TBC, con lo que se podría acordar en la propia sentencia para agilizar el trámite procesal.

· En su defecto, se podría acordar por auto motivado previa la comparecencia anterior.

· Ahora bien, para que ello sea posible es preciso que no se haya empezado a cumplir la pena, ya que una vez iniciado el cumplimiento no es posible aplicar el mecanismo de la sustitución de la pena por TBC al señalarlo expresamente el art. 88 CP. Antes de dar inicio a su ejecución, señala el precepto.

· Para que opere esta sustitución no es preciso que el delito prevea esta pena, según señala el precepto, aunque resulta obvia esta referencia, ya que en el caso de que la ley recogiera esta pena como alternativa no se hablaría del mecanismo de sustitución de pena, sino de imposición de una concreta prevista en la norma.

· Como requisitos para que sea viable esta sustitución se exige que:

·  Las circunstancias personales del reo, la naturaleza del hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo para reparar el daño causado así lo aconsejen,

·  Que no se trate de reos habituales,

· ¿Qué se entiende por reos habituales? Según el art. 94 reformado por la Ley 15/2003, de 25 de Noviembre:   “A los efectos previstos en la sección 2.a de este capítulo, ( el referido al mecanismo de la sustitución de la ejecución de las penas privativas de libertad) se consideran reos habituales los que hubieren cometido tres o más delitos de los comprendidos en un mismo capítulo, en un plazo no superior a cinco años, y hayan sido condenados por ello.

Para realizar este cómputo se considerarán, por una parte, el momento de posible suspensión o sustitución de la pena conforme al artículo 88 y, por otra parte, la fecha de comisión de aquellos delitos que fundamenten la apreciación de la habitualidad.

· La sustitución de la pena de prisión no superior a un año se verifica de la siguiente manera: Por cada día de prisión se impone una jornada de trabajo.
· ¿Qué se entiende por una jornada de trabajo?.
· Al referirse a una jornada de trabajo no se está hablando de que cada jornada tenga que tener ocho horas de actividad en TBC, sino que podría tener dos o cuatro horas atendiendo las características antes citadas en el art. 5 del Real Decreto 690/1996, de 26 de abril, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad, ya que dispone que a fin de hacer compatible en la medida de lo posible el normal desarrollo de las actividades diarias del penado con el cumplimiento de la pena impuesta. A tal efecto, cuando concurra causa justificada, podrá autorizarse por el Juez o Tribunal el cumplimiento de la misma de forma partida, en el mismo o diferentes días y en períodos mínimos de dos horas.

· La combinación y aplicación conjunta del TBC con la observancia de las obligaciones del art. 83 CP.
· El hecho de que se le imponga la pena de TBC no impide que, además, se le pueda imponer al penado la observancia de una o varias obligaciones o deberes previstos en el artículo 83 de este Código, de no haberse establecido como penas en la sentencia, por tiempo que no podrá exceder de la duración de la pena sustituida.

· Es muy positivo que se puedan establecer las obligaciones previstas en el art. 83 CP o las específicas del art. 57 CP en la sentencia si el delito lo permite, ya que algunas de ellas están dirigidas a evitar el contacto con la víctima, pero otras tienen un efecto resocializador añadido al mismo fin del TBC, por lo que se potencia la finalidad de implantar penas alternativas a la prisión.

· Las prohibiciones a que se refiere este precepto son las contenidas en el art. 83 que también están referenciadas en el art. 48 CP y que en el art. 57 CP se posibilita que los jueces y tribunales puedan acordarlas en sus sentencias como penas privativas de derechos en los siguientes delitos: los delitos de homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, el patrimonio y el orden socioeconómico.

· ¿Cuáles son las obligaciones que como complementarias se les pueden imponer a los condenados a TBC? Si se opta por sustituir la pena de prisión por TBC es obvio entender que deben imponerse las obligaciones del art. 83 CP que se refieren a las siguientes:

·     1.Prohibición de acudir a determinados lugares.

·     2.Prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el juez o tribunal, o de comunicarse con ellos.

·     3.Prohibición de ausentarse sin autorización del juez o tribunal del lugar donde resida.

·     4.Comparecer personalmente ante el juzgado o tribunal, o servicio de la Administración que éstos señalen, para informar de sus actividades y justificarlas.

·     5.Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual y otros similares.

·     6.Cumplir los demás deberes que el juez o tribunal estime convenientes para la rehabilitación social del penado, previa conformidad de éste, siempre que no atenten contra su dignidad como persona.

Además, señalaremos a continuación que no solamente se les impone a los penados estas obligaciones, sino que en los casos de delitos relacionados con la violencia de género
 se añade el sometimiento a programas formativos (art. 83.1.5º CP, como el realizado en la Audiencia Provincial de Alicante.

· La sustitución de las penas de prisión que no excedan de dos años por TBC:
· Se introduce como supuesto excepcional el que los jueces pueden sustituir por multa o por multa y trabajos en beneficio de la comunidad,
·  Las penas de prisión que no excedan de dos años.
· Siempre que se trate de reos no habituales,

·  Se exige que de las circunstancias del hecho y del culpable se infiera que el cumplimiento de la pena de prisión habría de frustrar sus fines de prevención y reinserción social.

·  En estos casos, la sustitución se llevará a cabo con los mismos requisitos y en los mismos términos y módulos de conversión establecidos en el párrafo anterior para la pena de multa. (Una jornada de trabajo por día de prisión impuesta, mientras que para la duración de la jornada de trabajo también se valorará si el penado realiza una actividad laboral, o no, que pueda verse perjudicada por la pena impuesta de TBC).

· Es decir, se aplican los mismos parámetros antes vistos.

· Limitación del régimen de sustitución de la pena por TBC en los casos de violencia doméstica: (Art. 88.1, párrafo 3º CP)

· En el caso de que el reo hubiera sido condenado por un delito relacionado con la violencia de género,
 la pena de prisión sólo podrá ser sustituida por la de trabajos en beneficio de la comunidad. Es decir, que no se admite la sustitución de la pena de prisión por multa, sino que solo se puede sustituir por TBC. 

· Recordemos que en el caso del delito del art. 153 CP introducido por la Ley 11/2003, de 29 de Septiembre la pena impuesta puede ser de prisión de seis meses
 a un año o TBC de 31 a 80 días,  cuando la víctima sea o haya sido la esposa del agresor, o mujer que haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o persona especialmente vulnerable que conviva con el autor
. Si se trata de cualquiera del resto de víctimas previstas en el art. 173.2 CP con exclusión de la anterior se aplicará la pena que antes estaba establecida de prisión de tres meses a un año o TBC de 31 a 80 días,
 por lo que viene a ser pena principal, aunque alternativa con la de prisión.

· En estos, el juez o tribunal impondrá adicionalmente, además de la sujeción a programas específicos de reeducación y tratamiento psicológico, la observancia de las obligaciones o deberes previstos en los números 1 y 2 del apartado primero del artículo 83 de este Código.

· Es decir, que en el caso de que el juez opte por el mecanismo de la sustitución de la pena en los casos de delitos relacionados con la violencia de género deberá imponer la observancia de la aplicación de programa de reeducación y tratamiento psicológico a los condenados por delito de violencia doméstica de forma imperativa, que no facultativa, ya que el art. 88 CP utiliza la expresión impondrá adicionalmente, además,... lo que supone una novedad adicional, ya que hasta la fecha solo se obligaba a la observancia de las obligaciones de prohibición de acercarse comunicarse, etc. Esta es la línea que seguimos, en su momento, en la Audiencia Provincial de Alicante cuando implantamos en Mayo de 2004 el protocolo de reeducación de maltratadores en virtud del cual en la actualidad estamos controlando a cerca de 50 personas condenadas por maltrato, a las que se les ha suspendido la ejecución de la pena, pero que están asistiendo a un curso de reeducación complementario, que no sustitutivo, de la suspensión acordada.
· Pero no solamente se impondrán estos programas de reeducación y formativos, sino también las prohibiciones siguientes:

·     1.a Prohibición de acudir a determinados lugares.

·     2.a Prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el juez o tribunal, o de comunicarse con ellos.

·   Régimen del incumplimiento de la sustitución de la pena por TBC.
· En el apartado 2º del art. 88 CP se disciplina de forma específica el régimen de incumplimiento de la observancia del TBC, ya que señala que:
·    2. En el supuesto de incumplimiento en todo o en parte de la pena sustitutiva, la pena de prisión inicialmente impuesta se ejecutará descontando, en su caso, la parte de tiempo a que equivalgan las cuotas satisfechas, de acuerdo con la regla de conversión establecida en el apartado precedente.
· Quiere esto decir que si deja de cumplir la pena de TBC deberán descontarse en la ejecutoria penal los días que ha trabajado, computándose como jornadas completas, bajo la regla de conversión de un día de prisión por cada jornada de trabajo.
· No se entenderá que existe incumplimiento por el hecho de que el penado falte un día al lugar de trabajo donde cumple el TBC, ya que podrá justificar los motivos de su inasistencia.
· Para interpretar el incumplimiento habrá que acudir a lo dispuesto en el art. 49. 6ª CP con intervención de los servicios sociales penitenciarios y el juez de vigilancia penitenciaria.
3.- Las modificaciones más importantes respecto a la regulación anterior.


Las modificaciones que se introducen en el régimen de esta pena respecto al existente con anterioridad a la reforma operada del CP se refieren a:

· Se convierte el TBC en pena principal. 

· Definir la mecánica sobre la que girarán los citados trabajos, bien con respecto a los posibles daños que hubiere causado el autor o el apoyo o asistencia a las víctimas, ya que lo que se adiciona es la referencia de que los trabajos podrán consistir en relación con delitos de similar naturaleza al cometido por el penado, en labores de reparación de los daños causados o de apoyo o asistencia a las víctimas. Con ello se produce el auténtico efecto reparador que debe tener esta pena en relación al delito cometido.

· Además, se sujeta la  ejecución al juez de vigilancia penitenciaria, que no al juez o tribunal sentenciador, como se incluía antes, siendo considerada dentro de la propia ejecución de pena en el ámbito del juez de vigilancia penitenciaria. Por ello, se añade un punto 6º en cuanto a las condiciones de su cumplimiento relativa a la intervención de los servicios sociales penitenciarios en la ejecución de esta pena y su comunicación al juez de vigilancia penitenciaria en los casos de cumplimiento defectuoso de la pena, pudiendo este, incluso, acordar que la misma se cumpla en el propio centro penitenciario, o en otro centro, así como derivar su incumplimiento para que se deriven las responsabilidades penales previstas en el citado art. 468 CP respecto al incumplimiento de las condenas. 

· Sin embargo, al no estar considerada como pena privativa de libertad, su incumplimiento viene sancionada con pena de multa de 12 a 24 meses. 

· Sin embargo, si lo que se incumple es la pena de TBC como sustitutiva de la pena de prisión del art. 88 CP, el incumplimiento del TBC llevará consigo la revocación de la sustitución y el cumplimiento de la pena privativa de libertad en la correspondencia de que se le restarán de cumplir en prisión las jornadas que haya trabajado a razón de una jornada por día de prisión.

· Quizá, la mayor modificación es la referida a que el juez de vigilancia penitenciaria, en razón al cumplimiento defectuoso, podría considerar necesario que esta pena se cumpliera en el propio centro o en otro distinto.

· En el caso de que el penado faltare al trabajo por causa justificada se procederá a no abonarle ese día en la liquidación de la condena sin otras medidas añadidas, pero, claro está, siempre que lo fuera por causa justificada a juicio del juez de vigilancia penitenciaria.

4.- Delitos y faltas castigados con esta pena

Hemos visto antes que el TBC se puede imponer:

· Como pena principal o alternativa de otra pena de prisión, lo que le faculta al juez para optar por pena privativa de libertad o TBC.

· En el caso de impago de multa se aplica la responsabilidad personal subsidiaria, que puede ser cumplida por TBC con la tabla de conversión de un día de privación de libertad por cada jornada de trabajo.

· Se pueden sustituir las penas privativas de libertad no superior a un año por TBC (o multa).

· Se pueden sustituir las penas privativas de libertad no superior a dos años (excepcionalmente) por multa y TBC (ambas penas), (o multa)

Pero frente al régimen anterior a la Ley 15/2003, de 25 de Noviembre nos encontramos ahora con la posibilidad de que el juez pueda aplicar de forma alternativa la pena de prisión o multa o la de TBC. El problema que existe es que si se opta por el TBC en la sentencia y luego, al interesar el consentimiento del penado este se niega a cumplirlo, la pregunta que surge es ¿cuál es la pena a imponer?. 

Ello  obliga, o bien a dictar sentencia “in voce” en el acto del juicio oral interesando del acusado si acepta el TBC , para que, en caso negativo, imponer la pena de multa o de prisión, según el delito o falta cometido, o a que el juez imponga ambas, supeditando la pena privativa de libertad o la multa en la extensión que se fije a la aceptación o negativa respecto al TBC fijado en la sentencia.


Desarrollamos, a continuación, la relación de delitos y faltas vigentes en la actualidad en los que se recoge expresamente la pena del TBC, con independencia de aquellos casos en los que se puede acudir al régimen de la sustitución de la pena impuesta por TBC.

	Artículo del Código Penal
	Pena

	153
 (Violencia de género)
	Prisión de seis meses
 a un año o TBC de 31 a 80 días.

	153
 (Violencia doméstica)
	Prisión de tres meses a un año o TBC de 31 a 80 días.

	171.4 (Amenazas en violencia de género) 
	Prisión de seis meses a un año o TBC de 31 a 80 días.

	171.5 (Amenazas en violencia doméstica)
	Prisión de tres meses a un año o TBC de 31 a 80 días.

	172.2 (Coacciones en violencia de género)
	Prisión de seis meses a un año o TBC de 31 a 80 días.

	244 ( Hurto de uso de vehículo de motor)
	TBC de 31 a 90 días o multa de 6 a 12 meses.

	379 (Delitos contra la seguridad del tráfico)
	Prisión de tres a seis meses o multa de seis a doce meses y, en su caso, TBC de 31 a 90 días.

	618.2 (incumplimiento de obligaciones familiares).
	Multa de 10 días a dos meses o TBC de 1 a 30 días.

	620, último párrafo
 (amenazas, coacciones, injurias y vejaciones injustas de carácter leve a sujetos pasivos del círculo del art. 173.2 CP, con exclusión de la víctima mujer que constituye delito del art. 171 y 172 CP.
	Localización permanente de 4 a 8 días o TBC de 5 a 10 días.

	626 (deslucieren bienes de dominio público o privado)
	Localización permanente de 2 a 6 días o 3 a 9 de TBC.

	632 ( falta medio ambiente)
	Multa de 10 a 30 días o TBC de 10 a 20 días.

	632.2 (Maltrato a animales)
	Multa de 20 a 60 días o TBC de 20 a 30 días.


5.- Metodología a seguir para la ejecución de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad.


a) Las dificultades en la aplicación del sistema.


Sabido es que la puesta en práctica y ejecución del sistema de aplicación del TBC ha sido ineficaz hasta la fecha ante la ausencia de una respuesta colectiva de todos los operadores que tenían que afrontar la ejecución de esta pena. Sin embargo, cierto es que la complejidad real de la  ejecutoria del TBC ha determinado que fuera dificultosa su realidad práctica.


Por ello, la finalidad del presente protocolo gira sobre la idea de articular la sistemática de actuación para cuando el juez o tribunal opten por aplicar bien la pena principal, o bien en los casos en que sea procedente aplicar el mecanismo de la sustitución de la pena por TBC, como antes se ha explicitado.


Pues bien, la relación de trabajos sociales aportados se adiciona a la presente para que el juez que debe aplicar, bien la pena, bien el régimen de la sustitución, pueda celebrar la correspondiente comparecencia con el penado para ofrecerle la opción del TBC.


b) Sistema de aplicación práctica a seguir.

1.- El problema del consentimiento del penado. El Art. 49 del Código Penal mantiene la exigencia del sistema anterior, en el que los trabajos solo existían como pena sustitutiva. Pero ahora se prevén como pena a imponer directamente en sentencia (aunque siempre como pena alternativa), lo que resulta imposible porque antes de que recaiga sentencia firme no hay ningún "penado" al que solicitar consentimiento. 


Una solución que compatibilice la exigencia del Art. 49 con la posibilidad de imponer una pena legalmente prevista puede consistir en fijar la pena de trabajos condicionada a su posterior aceptación por el reo y subsidiariamente, para el caso de que se rechace, fijar la pena de prisión o multa prevista como alternativa para el delito de que se trate (sistema en cierta medida similar al de la pena de multa que, aunque no depende de la voluntad del reo, lleva aparejada una responsabilidad subsidiaria). Otra opción posible sería consultar al reo antes de dictar sentencia (por ejemplo, en el trámite de la última palabra). Esta solución presenta varios problemas: puede entenderse como una expresión antes de tiempo por parte del juez de su voluntad de dictar sentencia condenatoria; no deja tiempo al reo para meditar su decisión; y se abre la vía al fraude consistente en eludir la prisión y los trabajos a cambio de una pena de multa (si el reo acepta los trabajos, se impone en sentencia esta única pena y, llegado el momento de la ejecución, el reo se niega a cumplirlos, no quedaría más solución que deducir testimonio por un delito de quebrantamiento -Art. 468- que lleva aparejada pena de multa).


Por eso parece más adecuado que en todas las sentencias, incluso en las de conformidad, se imponga siempre, además de la pena de trabajos cuando ésta se estime como más adecuada,  también y con carácter subsidiario la de prisión o multa. 


La falta de consentimiento (a la cual debe equipararse el consentimiento meramente formal, que no se traduzca en efectivo inicio de la ejecución de los trabajos) conduciría directamente a la ejecución de la pena alternativa fijada en sentencia, de manera que la insatisfactoria solución de la deducción de testimonio por quebrantamiento de la pena quedaría reservada a los supuestos de incumplimiento producido tras el inicio de la ejecución de los trabajos (Art. 49.6a, inciso final).


Petición de Fiscalía: De todas manetas, se convierte en necesario que la Fiscalía solicite en su escrito de acusación elevado a definitivas en el juicio oral, o bien en la guardia en casos de conformidad tanto la prisión como la multa como subsidiaria a la pena de TBC, ya que si la Fiscalía o la acusación particular no interesan nada más que el TBC y el penado no acepta el trabajo no podría imponerse luego la pena de prisión o multa en los casos en que procediere en principio, ya que no fue condenado a esa pena, de ahí la importancia de que en la acusación se formule la petición de ambas penas y que en sentencia o en la guardia (conformidad) se incluyan ambas penas, tanto la de prisión o multa cuando proceda con la pena de TBC, aplicando esta última como principal, siempre que así se estimare adecuada, y como subsidiaria la de prisión o multa para el caso de que luego no aceptarse desarrollar el trabajo conveniado con la Administración municipal.


2. El problema de la selección del trabajo concreto.  Esa selección debe ser efectuada por los Servicios Sociales Penitenciarios correspondientes al domicilio del penado, sin perjuicio de que su propuesta deba ser aprobada por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria. Un argumento que parece definitivo a favor de este método es que, si no hay un organismo" que centralice la asignación de los trabajos, se corre el riesgo de que un mismo puesto de trabajo sea asignado a varios penados. Debe también considerarse la dificultad que supondría para un juez de Alicante conocer los trabajos disponibles para un penado domiciliado en otra provincia.


3. Otros problemas menores serían los siguientes:


Duración de la pena. Según el Art. 40, es de un día a un año. Sin embargo, en la clasificación de penas (Art. 33) solo se prevé una duración de hasta seis meses (180 días, Art. 33.3.k). Subsistencia o no del Real Decreto 690/1996. de 26 de abril, por el que se establecen las Circunstancias de ejecución de las Penas de Trabajo en Beneficio de la Comunidad y Arresto de Fin de Semana. La respuesta parece que ha de ser negativa, ya que las penas deben ejecutarse en la forma prescrita por la Ley y reglamentos que la desarrollan (Art. 3.2 del Código Penal), y ese Real Decreto era desarrollo del anterior Art. 49 del Código Penal, que se remitía expresamente al desarrollo reglamentario, cosa que no sucede con la actual redacción del precepto.


Número mínimo de horas diarias. El Código Penal fija un máximo (ocho horas), pero no un mínimo, que sí venía establecido en el Real Decreto 690/1996, Art. 5 (cuatro horas). En principio no habría inconveniente en los casos que así se establezca a fijar periodos de jornada diaria inferiores a las cuatro horas atendiendo al caso concreto.


4. Trámite:

1º.- En el juzgado o tribunal sentenciador.


1.- Comparecencia del penado para expresar su consentimiento a la pena de trabajos. No se trata de un consentimiento referido a un puesto de trabajo en concreto,  sino de un consentimiento genérico, referido a la pena ya impuesta en sentencia como pena principal o, en su caso, a la que se va a imponer en auto como pena sustitutiva. 


2.- Auto recogiendo el consentimiento del penado y acordando la ejecución de la pena de trabajos impuesta como principal en sentencia o, en su caso, la que en el propio auto se concrete como pena sustitutiva.


3. Remisión   a   los   Servicios   Sociales   Penitenciarios correspondientes al domicilio del penado de   la siguiente documentación:


a) Oficio / mandamiento de ejecución, en el que deberá constar el domicilio del penado, el número de días a ejecutar. No debe especificarse el número de horas diarias,   ya que esa concreción formará parte de la propuesta que los Servicios Sociales Penitenciarios formulen, con base en el informe social que los propios Servicios elaboran.


b) Testimonio de sentencia.


c) Testimonio del auto en que se acuerda la ejecución de esa pena.


2º.- En el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria (tras la recepción de la propuesta de los Servicios Sociales). 


1. Providencia aprobando la propuesta o auto de modificación o rechazo.                    


2. Oficio remitiendo la resolución a los Servicios Sociales penitenciarios.


Ahora bien, en el supuesto de que el penado no acepte el trabajo en los Servicios sociales penitenciarios o aceptado no inicie su cumplimiento, los Servicios sociales penitenciarios lo comunicarán al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, dictando el juez auto de no consentimiento del penado con la pena del TBC y lo comunica por testimonio del auto con atento oficio al tribunal sentenciador para que pueda aplicar la pena recogida en la resolución dictada como subsidiaria. Recuérdese que se ha señalado que la condena por pena principal de TBC por cualquiera de los 12 delitos que se recogen en el presente protocolo requiere que se aplique, también, en la sentencia la subsidiaria de la pena de prisión o multa, habida cuenta que en el caso de que el penado no aceptara, luego, la pena del TBC nos encontraríamos con que al no haber sido condenado a la pena de prisión o multa no cumpliría ninguna pena al exigirse el consentimiento del penado en la pena del TBC. 


En el caso de que la pena de TBC se aplique como sustitutiva en los supuestos del Art. 88 CP se entendería aplicable ya la pena de prisión si no cumple la pena  de TBC. Incluso, si inicia su cumplimiento y luego deja de cumplir la totalidad.


Otros supuestos interesantes se dan en los casos en que se cita al penado para que acepte la pena de TBC y que no comparezca, o se comunique por el Servicio Común de notificaciones que ha cambiado de domicilio y no consta el actual, que las Fuerzas de Seguridad tampoco lo localizan, en cuyo caso ya no sería posible señalar que, si fuera localizado, opta por que se le aplique el TBC, ya que ha incumplido su obligación de comunicar su domicilio y sería inviable que utilizara un beneficio cuando ha alterado su obligación con el órgano judicial. Esto se suele dar en los casos en que es dictada orden de busca y captura y que cuando es localizado y detenido manifiesta que ahora por el el TBC, circunstancia que sería ya inviable y se aplicaría la pena subsidiaria recogida en sentencia, de prisión.


Nótese, como hemos señalado, que en los casos en los que se aplique el mecanismo de la sustitución de la prisión por TBC la referencia al consentimiento del penado en el TBC es superflua, o evidente, ya que al interesarse por la parte la sustitución de la pena de prisión por TBC es lógico entender que si en la comparecencia ante el juez no se acepta trabajo alguno, se dictaría un auto por el que recogiendo la negativa del penado se acordaría la ejecución de la pena de prisión que se hubiera impuesto en la sentencia.


En los casos en los que hemos visto que la pena es alternativa de prisión o TBC (ejemplo de los artículos antes citados 153, 171, 172, etc.) es evidente que el juez penal debe fijar en la sentencia la doble referencia a la pena de prisión, por ejemplo, de tres meses, o TBC de “x” días si el penado acepta su cumplimiento por la vía del art. 49 CP, (y la fiscalía tendrá que haber instado esta duplicidad de pena de TBC y subsidiaria de prisión o multa) ya que en el caso de que solo aplicara el TBC, al ser este voluntario no podría ejecutarse, por lo que sería preferible que se hiciera constar la pena principal privativa de libertad, en su caso, y el TBC para si el penado acepta su cumplimiento.

· Su aplicación como sustitución de pena de prisión.

Hemos visto que la pena de TBC puede aplicarse en algunos casos como pena principal, que se configura como alternativa bien de la pena de prisión, o bien de la pena de multa, tal y como consta en la relación antes desarrollada, aunque también puede aplicarse como sustitutiva de la pena de prisión inferior a un año o dos años de prisión según los casos previstos en el art. 88 CP antes vistos, por lo que en el caso de incumplimiento del TBC se aplicaría la pena de prisión descontando los días trabajados en la liquidación de los que resten por cumplir con respecto a la pena de prisión impuesta.

· Algunos aspectos de la ejecución:

· Una vez Los servicios sociales penitenciarios reciban la documentación del juzgado sentenciador se pondrán en contacto con la Administración o entidad donde  y haya aceptado el penado el trabajo debe cumplir la pena de TBC el penado y vigilar el juzgado de vigilancia penitenciaria su ejecución, tanto para vigilar el inicio de la pena y verificar su cumplimiento.

· En atención a lo dispuesto en el art. 49 el juez de vigilancia penitenciaria podrá requerir los informes que sean precisos a la Administración o entidad en que cumpla el TBC y en atención al nº 6 del art. 49 CP los Servicios Sociales Penitenciarios, hechas las verificaciones necesarias, comunicarán al Juez de Vigilancia Penitenciaria las incidencias relevantes de la ejecución de la pena y, en todo caso, si el penado:

·  a)Se ausenta del trabajo durante al menos dos jornadas laborales, siempre que ello suponga un rechazo voluntario por su parte al cumplimiento de la pena.

· b)A pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo, su rendimiento fuera sensiblemente inferior al mínimo exigible.

· c)Se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le dieren por el responsable de la ocupación referidas al desarrollo de la misma.

· d)Por cualquier otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del trabajo se negase a seguir manteniéndolo en el centro.

· Estas circunstancias podrían dar lugar a que el juez de vigilancia penitenciaria pudiera acordar que si existen problemas en la ejecución podrá acordar su ejecución en el mismo centro, enviar al penado para que finalice la ejecución de la misma en otro centro o entender que el penado ha incumplido la pena.

· Si se trata de pena principal impuesta dentro de las alternativas antes vistas de prisión o multa e incumpliere claramente su cumplimiento el penado, se deducirá testimonio para proceder de conformidad con el artículo 468 y se remitirá al juez de guardia o decanato para su reparto, el testimonio del auto en que así se acuerde proceder por delito de quebrantamiento de condena.

· Si el penado faltara del trabajo por causa justificada no se entenderá como abandono de la actividad. No obstante, el trabajo perdido no se le computará en la liquidación de la condena, en la que se deberán hacer constar los días o jornadas que efectivamente hubiese trabajado del total que se le hubiera impuesto.

· Si se tratare de una pena de TBC impuesta por sustitución de pena de prisión recordemos que el incumplimiento del TBC determina que se cumpla la pena de prisión, computándose la regla de conversión de una jornada de trabajo por día de prisión, para valorar lo que le resta por cumplir, lo que verificaría en el establecimiento penitenciario, no siendo posible aplicar régimen de suspensión de ejecución de pena al haber incumplido la opción de su sustitución.

·  Si se cumple la pena por el total de las jornadas de trabajo acordadas por el juez, establece el art. 7 del Real Decreto 690/1996, de 26 de abril, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad que la Administración penitenciaria informará a la autoridad judicial de tal extremo, (al juez de vigilancia penitenciaria), así como las vicisitudes ocurridas durante la ejecución, a los efectos oportunos.

· Una vez que el juez de vigilancia penitenciaria reciba la nota de cumplimiento de la pena por los servicios sociales penitenciarios lo comunicará el juez que dictó la pena para el archivo de la correspondiente ejecutoria que ha sido controlada en su ejecución por el juez de vigilancia penitenciaria.

· Con respecto a la competencia del juez de vigilancia penitenciaria hay que puntualizar que tan soo será competente con respecto a las penas de TBC que se dicten a partir del 1 de Octubre de 2004, manteniéndose el régimen anterior para con respecto a las penas dictadas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 15/2003, de 25 de Noviembre.

Excmo. Sr. Presidente AP Alicante     Excmo. Sr. Presidente D.P. Alicante     Excmo. Sr. Secretario Autonómico

D. Vicente Magro Servet.
                   D. José Joaquín Ripoll Serrano.           Consellería  Justicia GV








               D. Fernando de Rosa Torner.



� Código Penal comentado. Sepin. Pag. 373.


� En adelante, Trabajos en Beneficio de la Comunidad.


� Código Penal comentado. Sepin. Pag. 374.


� En ocasiones es preciso llevar cuidado, ya que no sería aconsejable que en determinados delitos los TBC a realizar consistan en servicios de atención a las víctimas de esos mismo delitos. Así, es impensable entender que una persona que ha sido condenada  por un delito de maltrato cumpla la pena de TBC en una oficina de atención a las víctimas del delito, ya que sería un gravísimo error que quien ha sido condenado por un delito del art. 153 o 173.2 CP atienda a víctimas de estos mismos delitos.


� Resultan de aplicación lo dispuesto en los arts. 3.2 y 26 f) de la Ley Orgánica General Penitenciaria, Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, y arts. 5.3, 182. e), 134 y 137 del Reglamento Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario, así como el Real Decreto 782/2001, de 6 de Julio por el que se regula la relación laboral de carácter especial de los penados que realicen actividades laborales en talleres penitenciarios y la protección de la Seguridad Social de los sometidos a penas de trabajo  en beneficio de la comunidad.





Artículo 26 LOGP.





El trabajo será considerado como un derecho y como un deber del interno, siendo un elemento fundamental del tratamiento.





Sus condiciones serán:





No tendrá carácter aflictivo, no será aplicado como medida de corrección.





No atentará a la dignidad del interno.





Tendrá carácter formativo, creador o conservador de hábitos laborales, productivos o terapéutico, con el fin de preparar a los internos para las condiciones normales del trabajo libre.





Se organizará y planificará, atendiendo a las aptitudes y cualificación profesional, de manera que satisfaga las aspiraciones laborales de los recluidos en cuanto sean compatibles con la organización y seguridad del establecimiento.





Será facilitado por la administración.





f) Gozará de la protección dispensada por la legislación vigente en materia de Seguridad Social.





No se supeditará al logro de intereses económicos por la administración.





� Trabajos en Beneficio de la Comunidad.


� Introducido por Ley de Medidas de Protección integral contra la violencia de género.


� Ver página web de La Ley � HYPERLINK "http://www.laley.net" ��www.laley.net�.    Documentos de interés.


� Ver art. 94 CP.


� Introducido por la reforma aprobada por la Ley de medidas de protección integral contra la violencia de género.


� Lo señalado en negrita cursiva es nuevo en virtud de la reforma por Ley de medidas de protección integral.


� Introducido en la reforma de la Ley de medidas de protección integral contra la violencia de género, ya que la Ley 11/2003, estableció la pena mínima de tres meses, ahora elevada a seis meses, con lo que se divide el art. 153 CP en dos primeros apartados dirigidos a distinguir el tratamiento punitivo atendiendo al sexo del sujeto pasivo del delito.


� De todas maneras, se introduce la cuestión interpretativa y valorativa de lo que puede entenderse por “persona especialmente vulnerable que conviva con el autor.


� Doble sistema punitivo atendiendo al sujeto pasivo introducido en la reforma aprobada por Ley de medidas de protección integral contra la violencia de género.


� Cuando la víctima sea o haya sido la esposa del agresor, o mujer que haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o persona especialmente vulnerable que conviva con el autor.


� Introducido en la reforma de la Ley de medidas de protección integral contra la violencia de género.


� Si se trata de cualquiera del resto de víctimas previstas en el art. 173.2 CP con exclusión de la anterior.


� Reforma por Ley de medidas de protección integral. Distinto régimen punitivo atendiendo a si es la mujer la víctima o cualquiera de los sujetos pasivos del art. 173.2 CP.


� Ver Auto de la Audiencia Provincial de Albacete de fecha 24 de Noviembre de 1999 en el que revoca un auto de un juez de lo penal  que acordaba que el TBC se cumpliera con duración de la jornada de ocho horas, cuando el penado desarrollaba una actividad laboral. Entendió la Audiencia que había que estar a este tipo de circunstancias y, por ello, estimó el recurso de queja y acordó que la duración de la jornada fuera de 2 horas. Sin embargo, en el auto se elevó el periodo de cumplimiento de los 20 días a dos meses y medio, cuando entendemos que los días deben ser los mismos,  no pudiendo incrementarse con ello la duración de la pena que queda inalterable en sus días. Si la pena del TBC es de 10 días, no se trata de que sean 80 horas, sino de que cumpla los 10 días cualquiera que sea el número de horas que se fijen, ya que ello dependerá de si el penado realiza actividad laboral, o no.





